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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: carlos jose herrera castaneda <chepelin@hotmail.fr> 
Enviado: martes, 24 de agosto de 2021 3:21 p. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: marco daza <martuldaz@hotmail.com> 
Asunto: Contestación reforma de la demanda pso 2019-00026 Juz 35 Ad�vo
 

Cordial saludo  
 
Por medio del presente remito la contestación a la reforma de la demanda correspondiente al proceso que se
iden�fica a con�nuación, en calidad de apoderado de la Secretaría de Educación de Bogotá D.C. 
 

A�e 
 
Carlos Herrera  
C.C. 79.954.623 de Bogotá 
T.P. 141.955 del C.S. de la J. 

NO. PROCESO: 11001-33-36-035-2019-00026-00 

DEMANDANTE: MARCO TULIO DAZA TURMEQUÉ 
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DEMANDADO: BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUACIÓN  

MEMORIAL DIRIGIDO A: JUZGADO 35 ADMINISTRATIVO 

ASUNTO: CONTESTACIÓN REFORMA DE LA DEMANDA 
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Bogotá D.C., agosto de 2021 

 

Señor 

JUEZ TREINTA Y CINCO (35) ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTA 

SECCIÓN TERCERA 

E. S. D. 

 

 

REFERENCIA:  REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE:  MARCO TULIO DAZA TURMEQUE  Y OTROS 

DEMANDADA:  BOGOTÁ D.C. - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

EXPEDIENTE:   2019-00026-00 

 

CONTESTACIÓN REFORMA DE LA DEMANDA 

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA, identificado con la C.C. No. 79.954.623 de 

Bogotá y T.P. No. 141.955 del C.S.J., obrando en calidad de apoderado de la parte 

demandada BOGOTÁ D.C. - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN conforme al poder que 

me fue conferido, por medio del presente escrito y estando dentro del término 

legal, procedo a contestar la reforma de la demanda promovida en los siguientes 

términos: 

 
I. A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 

 
Me opongo a todas y cada una de las pretensiones y condenas de la 

demandante, por carecer de fundamentos de hecho y de derecho, como se 

demostrará a lo largo del presente proceso, ya que, por un parte, la SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DISTRITAL, no tiene responsabilidad en los hechos que son objeto del 

medio de control Reparación Directa de la referencia que puedan catalogarse 

como causantes de un daño antijurídico que amerite ser reparado y en segundo 

término, porque efectivamente no se encuentran demostrados los elementos 

estructurantes de la responsabilidad del Estado en cabeza de mi representada por 

las circunstancias alegadas por el extremo actor. 

 
II. A LOS HECHOS 

 

Doy respuesta a cada uno de los hechos de demanda en el mismo orden de su 

formulación así: 

 

1. Es parcialmente cierto lo afirmado en este hecho, por una parte, es verdad la 

vinculación del demandante a la entidad que represento, no obstante, no lo es lo 

referente a la reubicación unilateral como se explicará más adelante. 

2. Es cierto que el actor se desempeñaba como docente en el área de 

Humanidades 
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3. Es cierto, a lo cual debemos agregar que el extremo actor presentó demanda 

en simple nulidad en contra de la resolución No. 1821 de 2016, proceso que en 

primera instancia le correspondió al Juzgado 51 Administrativo de Oralidad de 

Bogotá quien negó las pretensiones de nulidad, estando pendiente por proferirse 

la decisión de segunda instancia. 

4. No es un hecho sino la transcripción de un aparte de la norma en cita en el 

hecho anterior. 

5. No es un hecho sino la transcripción de un aparte de la norma en cita en el 

hecho anterior. 

6. Es parcialmente cierto, en la medida que se establece el procedimiento para la 

selección de docentes o directivos docentes coordinadores excedentes de 

parámetro o sin asignación académica, no obstante, debe aclarase que este 

procedimiento se aplicará como dice la norma cuando se establezcan que 

quedarán docentes sin asignación o directivos excedentes de parámetro. 

7. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

8. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

9. No es un hecho sino la transcripción de un aparte de la norma atacada 

10. No es cierto como se propone por la parte demandante, teniendo en cuenta 

que dentro de dicho acto administrativo se establece una serie de criterios para la 

decisión de las solicitudes presentadas. 

11. Es cierto la entrega del oficio, no lo es el resto de hecho. 

12. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

13. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

14. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

15. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

16. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

17. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

18. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

19. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

20. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

21. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

22. Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

23. Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

24. Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

25. Es parcialmente cierto, lo es en cuanto a la comunicación, pero no lo es en 

cuanto a la carencia de competencia. 
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26. Es cierto. 

27. No es cierto como se propone por la parte demandante, por lo que le 

corresponderá a la parte demandante demostrar su dicho. 

28. Es cierto. 

29. Es cierto. 

30. Es cierto. 

31. Es cierto que se profirió una comunicación, no obstante no lo es en los términos 

que enuncia la parte demandante. 

32. Es cierto que se efectuó la citación, y que no fue aceptada ninguna plaza, no 

obstante, lo anterior para el demandante ninguna vacante como el mismo lo 

enuncia satisfacía sus necesidades, recordando al Despacho que en este caso 

prima el interés general y el servicio público de la educación a menores de edad, 

por lo que no es recibo los motivos de rechazo de las plazas 

33. No es cierto tal y como se propone por la parte demandante y en todo caso 

le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio probatorio idóneo. 

21.  No es cierto tal y como se propone por la parte demandante y en todo caso 

le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio probatorio idóneo. 

Téngase en cuenta además que la asignación de vacantes es de acuerdo a la 

necesidad del servicio que presta el ente territorial y no corresponde a un capricho 

de los funcionarios la ubicación de los docentes. 

22. No es cierto tal y como se propone por la parte demandante y en todo caso 

le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio probatorio idóneo. 

23. No es cierto tal y como se propone por la parte demandante y en todo caso 

le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio probatorio idóneo. 

24.  No es cierto tal y como se propone por la parte demandante y en todo caso 

le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio probatorio idóneo. 

25. No es cierto tal y como se propone por la parte demandante y en todo caso 

le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio probatorio idóneo. 

26. Es cierto que se remitió la comunicación la cual fue recibida personalmente 

por el señor demandante el mismo 28 de agosto de 2018 como consta a folio 680 

del expediente administrativo y en la medida que esta indica lo siguiente “…sírvase 

comparecer el día (30) de agosto de 2017 a la secretaria de Educación de Distrito, 

Sede principal Av. El Dorado no. 86- 63 piso 1 con el fin que se comunique de la 

Resolución No. 5928 del 25 de agosto de 2017…”  y “…vencido el término indicando 

sin que se hubiese surtido comunicación personal, se adelantara a comunicación 

mediante aviso…”. De acuerdo a lo anterior, es claro que por la entidad se surtió la 

notificación personal en debida forma, no obstante, el demandante no se acercó 

en la fecha prevista por lo que no se pudo adelantar la misma conforme a la ley. 

27. No es cierto tal en la medida que la entidad se surtió la notificación personal 

en debida forma, como se demostró en el hecho anterior. 

28. No es cierto tal en la medida que la entidad se surtió la notificación personal 

en debida forma, como se demostró en el hecho 28., 

29. Es cierto, teniendo en cuenta el demandante no se acercó en la fecha prevista 

para surtir la notificación personal remitió el aviso para proceder a la notificación 

del acto proferido. 

30. No es cierto, téngase en cuenta que se surtió en debida forma y se citó el día 

30 de agosto de 2017 para notificarse personalmente del acto administrativo y 

teniendo en cuenta la inasistencia y el aviso en debida forma, el mismo era 
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plenamente exigible al demandante. 

31. Es cierto que el señor demandante se presentó a trabajar, no obstante, no hay 

constancia de la manifestación verbal efectuada a las Coordinadoras de la IED 

por lo que le corresponderá a la parte actora demostrar su dicho. 

32. No le consta a estar parte tal y como se propone por la parte demandante y 

en todo caso le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio 

probatorio idóneo. 

33. No es cierto, téngase en cuenta que en las consideraciones de la resolución 

No. 6947 de 25 de septiembre de 2017 se plantea que la institución contaba con 

jornada única y la corrección acogiendo las previsiones del artículo 45 de la Ley 

1437 de 2011. 

34. No le consta a estar parte tal y como se propone por la parte demandante y 

en todo caso le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio 

probatorio idóneo. 

35. No le consta a estar parte tal y como se propone por la parte demandante y 

en todo caso le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio 

probatorio idóneo. 

36. No le consta a estar parte tal y como se propone por la parte demandante y 

en todo caso le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio 

probatorio idóneo. 

37. No es cierto, téngase en cuenta que en las consideraciones de la resolución 

No. 6947 de 25 de septiembre de 2017 se plantea que la institución contaba con 

jornada única y la corrección acogiendo las previsiones del artículo 45 de la Ley 

1437 de 2011. 

38. No es cierto, téngase en cuenta que en las consideraciones de la resolución 

No. 6947 de 25 de septiembre de 2017 se plantea que la institución contaba con 

jornada única y la corrección acogiendo las previsiones del artículo 45 de la Ley 

1437 de 2011. 

39. No es cierto, en la medida que la entidad no le dio validez retroactiva como 

alega la parte demandante al nuevo acto expedido, en la medida que no se 

modificó en lo sustancial lo allí decidido sino que para efectos de la prestación de 

lED al que fue trasladado el demandante docente se dejara claro que la misma 

solo contaba con jornada única, pero no puede entenderse que la resolución No. 

5928 de 25 de agosto de 2017 perdiera eficacia o legalidad, en la medida que el 

nuevo acto expedido solo hizo una corrección de la jornada 

40. No es cierto tal en la medida que la entidad se surtió la notificación personal 

en debida forma. 

41. No le consta a estar parte tal y como se propone por la parte demandante y 

en todo caso le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio 

probatorio idóneo. 

42. No es cierto, en la medida que la entidad no le dio validez retroactiva como 

alega la parte demandante al nuevo acto expedido, en la medida que no se 

modificó en lo sustancial lo allí decidido sino que para efectos de la prestación de 

lED al que fue trasladado el demandante docente se dejara claro que la misma 

solo contaba con jornada única, pero no puede entenderse que la resolución No. 

5928 de 25 de agosto de 2017 perdiera eficacia o legalidad, en la medida que el 

nuevo acto expedido solo hizo una corrección de la jornada. 

43. No le consta a estar parte tal y como se propone por la parte demandante y 
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en todo caso le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio 

probatorio idóneo. 

44. Es cierto. 

45. Es cierto. 

46. Es cierto. 

47. No es cierto tal en la medida que la entidad se surtió la notificación personal 

en debida forma. 

48. No es cierto tal en la medida que la entidad se surtió la notificación personal 

en debida forma. 

49. No le consta a estar parte tal y como se propone por la parte demandante y 

en todo caso le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio 

probatorio idóneo. 

50. No le consta a estar parte tal y como se propone por la parte demandante y 

en todo caso le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio 

probatorio idóneo. 

51. No le consta a estar parte tal y como se propone por la parte demandante y 

en todo caso le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio 

probatorio idóneo. 

52.  No le consta a estar parte tal y como se propone por la parte demandante y 

en todo caso le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio 

probatorio idóneo. 

53. No es cierto tal y como se propone por la parte demandante y en todo caso 

le corresponderá a esta demostrar su dicho mediante el medio probatorio idóneo 

54. Es cierto. 

55. Es cierto. 

 

III. RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 
Sobre el medio de control de reparación directa. 

 

Su fundamento está dado por la Constitución Política, que en su artículo 90 

consagra: "El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que 

le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades 

públicas. En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de 

uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o 

gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste". 

 

Por su parte, el artículo 140 del C.P.A.C.A. establece lo siguiente: "En los términos del 

artículo 90 de la Constitución Política, la persona interesada podrá demandar 

directamente la reparación del daño antijurídico producido por la acción u omisión 

de los agentes del Estado. De conformidad con el inciso anterior, el Estado 

responderá, entre otras, cuando la causa del daño sea un hecho, una omisión, una 

operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de inmueble por 

causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa imputable a una entidad 

pública o a un particular que haya obrado siguiendo una expresa instrucción de la 

misma. Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión cuando 

resulten perjudicadas por la actuación de un particular o de otra entidad pública. 
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En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados 

particulares y entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por 

la cual debe responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal 

del hecho o la omisión en la ocurrencia del daño". 

 

El régimen de responsabilidad patrimonial del Estado consagrado 

constitucionalmente en el artículo 90 de la Carta Política, prevé la responsabilidad 

del mismo únicamente por los daños antijurídicos que le sean imputables y que 

hayan sido causados por la acción u omisión de las autoridades públicas. 

 

Para efectos de establecer responsabilidad, se requiere acreditar la concurrencia 

de los tres elementos esenciales que la conforman, esto es: el daño, la imputación 

y el nexo causal. Entonces, para que surja para la entidad pública la obligación de 

reparar un daño resulta necesario que la lesión pueda serle imputada 

jurídicamente. Para valorar este punto es indispensable acudir tanto al 

desenvolvimiento físico de los hechos como al deber ser o conducta exigida 

normativamente a la administración, de acuerdo con las circunstancias 

particulares del caso y los instrumentos al alcance de la misma. 

 

Análisis del caso. 

 

Se plantea el análisis del caso en el siguiente orden: 3.3.1) marco legal del traslado 

docente; 3.3.2) del ius variandi; 3.3.3) sobre el fundamento de la decisión que 

adoptó la administración; 3.3.4) sobre los procesos contenciosos adelantados por 

el accionante y 3.3.4) conclusiones. 

 

Marco legal del traslado docente. 

 

Al regular lo concerniente al traslado docente para la debida prestación del 

servicio educativo, entendido este como una facultad del empleador para 

modificar las condiciones de trabajo en cuanto a modo, lugar, cantidad y tiempo 

de labor, en virtud del poder subordinante que tiene sobre sus empleados, la Ley 

715 de 2001 en su artículo 22 establece lo siguiente: 

 

"ART. 22. —Traslados. Cuando para la debida prestación del servicio educativo 

se requiera el traslado de un docente o directivo docente, este se ejecutará 

discrecionalmente y por acto debidamente motivado por la autoridad 

nominadora departamental, distrital o del municipio certificado cuando se 

efectúe dentro de la misma entidad territorial. 

 

Cuando se trate de traslados entre departamentos, distritos o municipios 

certificados se requerirá, además del acto administrativo debidamente 

motivado, un convenio interadministrativo entre las entidades territoriales. 

 

Las solicitudes de traslados y las permutas procederán estrictamente de 

acuerdo con las necesidades del servicio y no podrán afectarse con ellos la 

composición de las plantas de personal de las entidades territoriales. 
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El Gobierno Nacional reglamentará esta disposición". 

 

La norma trascrita fija las condiciones para el traslado docente o directivo docente 

identificando dos circunstancias, la primera cuando se realiza dentro de la misma 

entidad territorial, y la segunda cuando se da entre departamentos, distritos o 

municipios certificados. Señalando respecto de la primera, que se ejecutará 

discrecionalmente y mediante acto administrativo motivado por la autoridad 

nominadora departamental, distrital o del municipio certificado y respecto de la 

segunda, precisa que, además del acto administrativo motivado es necesario un 

convenio interadministrativo entre las diferentes entidades territoriales. 

 

El artículo 22 de la Ley 715 de 2001, fue objeto de demanda de inexequibilidad ante 

la Corte Constitucional que, a través de la Sentencia C-918 de 2002, se pronunció 

sobre la pretensión relacionada con que la facultad discrecional del nominador 

para realizar el traslado docente no solo implica una discrecionalidad absoluta, 

incompatible con los principios del Estado de derecho, sino que además podría 

convertirse en un instrumento discriminatorio contra los docentes, así: 

 

 

"(...) De un lado la discrecionalidad no viola per se el Estado de derecho, pues 

no es sinónima de arbitrariedad y se encuentra sometida a controles judiciales. 

De otro lado, el deber de motivación es una garantía contra eventuales 

arbitrariedades, pues obliga a las autoridades a explicar las razones que 

justifican el traslado, lo cual además facilita el control judicial de esas 

actuaciones. Finalmente, y como bien lo destacan varios intervinientes, el 

actor yerra al afirmar que la Ley 715 de 2001 carece de criterios que orienten 

los traslados. Esa aseveración del demandante nace de una lectura 

fraccionada de la norma impugnada, e ignora lo dispuesto en los artículos 22 

y 40 parágrafo 1º, de la misma Ley 715 de 2001, en los cuales se indican las 

normas a las cuales han de atender los traslados de docentes. 

 

Dichas disposiciones prevén reglas de procedimiento y limitan el poder 

discrecional de la actuación administrativa, al disponer el traslado de 

docentes. Así, el artículo 22 establece que los traslados proceden "para la 

debida prestación del servicio educativo" y requieren de un convenio 

interadministrativo si se realiza entre distintas entidades territoriales. 

 

Además, la disposición señala que esos traslados proceden "estrictamente de 

acuerdo con las necesidades del servicio y no podrán afectarse con ellos la 

composición de las plantas de personal de las entidades territoriales". 

 

 

Todo esto muestra que la discrecionalidad para los traslados no es absoluta. 

Además, la Corte recuerda que el Código Contencioso Administrativo dispone un 

principio que rige la actividad administrativa, en general y que funciona 

expresamente como mecanismo garante contra la eventualidad de una decisión 

administrativa discrecional absolutamente. En efecto, el artículo 36 de ese cuerpo 

normativo establece que, "en la medida en que el contenido de una decisión, de 
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carácter general o particular, sea discrecional, debe ser adecuada a los fines de 

la norma que la autoriza y proporcional a los hechos que le sirven de causa (...)". 

 

La norma referida y su decreto reglamentario, señalan que para efectos del 

traslado de docentes o directivos docentes, este debe realizarse mediante acto 

administrativo motivado por parte de la autoridad nominadora, en cualquier 

época del año lectivo y sin sujeción al proceso ordinario de que trata dicho 

decreto, cuando se origine entre otras, en necesidades del servicio de carácter 

académico o administrativo que deban ser atendidas discrecionalmente para 

garantizar la continuidad de la prestación del servicio educativo. 

 

Del ius variandi. 

 

Como ya lo ha precisado el Consejo de Estado, el traslado es una facultad que 

tiene el empleador para alterar las condiciones de trabajo en cuanto a modo, 

lugar, cantidad y tiempo de labor, en virtud del poder subordinante que tiene sobre 

sus empleados. 

 

El uso de esta facultad no es ilimitado comoquiera que debe ejercerse dentro del 

marco normativo fijado por la Carta Política, según el cual, el trabajo debe 

desarrollarse en condiciones dignas y justas, y acatando los principios mínimos 

fundamentales consagrados en su artículo 53. 

 

La jurisprudencia tradicionalmente ha sostenido que la movilidad del personal no 

es una facultad del empleador, unilateral y omnímoda, puesto que no se puede 

disponer del trabajador como si fuera una máquina o una mercancía, comoquiera 

que este tiene un legítimo derecho a la estabilidad, que le permite organizar su vida 

personal, social y familiar sin trastornos innecesarios. 

 

Lo anterior quiere decir, que la administración debe examinar las circunstancias 

que afectan al trabajador, la situación de su familia, de su salud y la de sus 

allegados, la conducta que ha venido observando y el rendimiento demostrado, 

entre otros aspectos, temas constitucionalmente relevantes para adoptar la 

decisión del empleador de ordenar el traslado. 

 

El Consejo de Estado no ha sido ajeno a estos postulados y en diversas 

oportunidades ha reiterado que la facultad del empleador para trasladar a sus 

trabajadores está limitada por los principios laborales fundamentales del artículo 53 

de la Constitución Política y que el empleador para ejercer el ius variandi no tiene 

una potestad absoluta, pues tal como lo ha señalado la Corte Constitucional, ese 

poder está determinado por las conveniencias razonables y justas que surgen de 

las necesidades de la empresa y de todas maneras han de preservarse los 

derechos mínimos del trabajador. 

 

Sobre el fundamento de la decisión que adoptó la administración. 

 

En este sentido, valga señalar que la decisión contenida en la Resolución No. 1480, 

así como las consideraciones sobre las cuales se adoptó, no pueden ser entendidas 
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como violatorias de ninguno de los derechos fundamentales referidos en la 

demanda, pues como se advierte en su contenido literal, obedece básicamente a 

lo establecido en el artículo 22 de la Ley 715 de 2001 y el artículo 2.4.5.1.5 del 

Decreto 1075 de 2015, en cuanto establecen que la Secretaría de Educación del 

Distrito, podrá efectuar traslados de docentes o directivos docentes cuando estos 

se originen por necesidades del servicio.  

 

Así entonces, la actividad de la administración se ha concretado en una serie de 

actos que en conjunto conforman su actuación, lo cual no es óbice para que el 

educador pueda controvertirlos, aclarando que con base en los mismos hechos, 

presentó Acción de Tutela ante el Juzgado 35 Penal Municipal con Función de 

Conocimiento de Bogotá, "despacho que, mediante sentencia del 14 de marzo del 

presente año, negó el amparo constitucional invocado, por cuanto la Secretaría 

de Educación Distrital, cumplió a cabalidad el procedimiento de su traslado como 

docente en propiedad". 

 

Ahora bien, téngase en cuenta que la rectora del Colegio Reino de Holanda 

certificó el inicio de labores del señor Marco Tulio Daza, a partir del día 13 de 

septiembre de 2017, y que "el acta de inicio de labores le fue entregada personal 

y formalmente por parte de la rectoría de dicha institución educativa el día 28 de 

septiembre de 2017. 

 

Respecto de los argumentos legales, en los que se fundamentó la administración, 

para realizar el traslado del señor MARCO TULIO, es preciso indicar, que mediante 

Resolución 1821 del 6 de octubre de 2016, se adoptó el proceso ordinario de 

traslados de personal docente y directivos docentes de la Secretaría de Educación 

del Distrito para el año 2017 y con fundamento en dicho acto administrativo se 

realizó en principio, el traslado del funcionario público del Colegio San Francisco 

de Asís I.E.D., al Colegio Gustavo Morales I.E.D., instrumentado en la resolución 1480 

del 16 de febrero de 2017. De acuerdo a la naturaleza jurídica del citado acto, es 

decir una actuación de mero trámite o de sustanciación y teniendo en cuenta que 

dicho traslado obedeció fundamentalmente a necesidades el servicio, para 

garantizar una efectiva, continua e ininterrumpida prestación del servicio 

educativo, su ejecución y cumplimiento se encontraban sujetas únicamente a la 

"comunicación" del citado acto. 

 

En cuanto a los antecedentes administrativos que dieron origen a la novedad del 

traslado, aquellos se encuentran consignados dentro de la parte motiva de la 

Resolución 5928 del 25 de agosto de 2017, en la que se enuncia que el docente 

MARCO TULIO DAZA TURMEQUE, había sido reportado por parte del rector del 

Colegio FRANCISCO DE ASIS I.E.D., sin asignación académica, obrando en el 

expediente las correspondientes actas de Consejo Académico y Directivo y las 

mismas contaron con la anuencia de la Dirección Local de Educación, por lo que 

el procedimiento se encuentra ajustado a los condicionamientos normativos 

exigidos en el artículo 5 de la Resolución 1821 del 6 de octubre de 2016, por lo que 

desde ya, dejan de ser válidos los argumentos del servidor público, en cuanto a la 

falta de un debido proceso adelantado con ocasión de su traslado, pues no lo 

demuestra y resulta ser una simple afirmación teniendo en cuenta que el docente 
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había sido reportado sin excedentes de parámetro o sin asignación académica, 

situación que configuró la razón de realizar su traslado. 

 

Por otra parte, es necesario indicar que la actuación administrativa adelantada 

por la Secretaría de Educación del Distrito, se ajustó a la naturaleza jurídica del 

acto que instrumentó el traslado, es decir procedió a comunicarlo en legal forma 

el día 20 de febrero de 2017, como se evidencia en la copia de la Resolución 1480 

del 16 de febrero de 2017, en donde consta la firma del recibido del funcionario 

MARCO TULIO DAZA TURMEQUE, y la fecha referida de su puño y letra. 

 

En cuanto a la Resolución 5928 del 25 de agosto de 2017, por medio de la cual se 

trasladó nuevamente por necesidades del servicio al docente DAZA TURMEQUE, al 

Colegio REINO DE HOLANDA I.E.D., de la Localidad Rafael Uribe Uribe y dejó sin 

efectos la Resolución 1480 del 16 de febrero de 2017, atendiendo la naturaleza 

jurídica del acto contenido en ella, fue también comunicada el día 20 de febrero 

de 2017, como consta para el efecto la firma de educador en dicho acto 

administrativo de recibido de su puño y letra. Pero la actuación administrativa de 

comunicar dicho acto, contrario a lo afirmado por el funcionario público en su 

recurso de reposición, no se hizo por mera liberalidad o por omisión y menos por 

capricho u "obstinación ciega", sino que se hizo porque el mismo acto 

administrativo así lo ordenaba, pues se trata de una actuación cuya naturaleza 

jurídica, es de los denominados actos de sustanciación y de trámite, que valga 

decirlo no es susceptible de recursos, pues dichos actos requieren prontitud y 

diligencia en su ejecución, en cuanto se expiden para atender necesidades del 

servicio educativo, pues de ser susceptible de los recursos de ley, se dilataría la 

actuación y se vería afectada la prestación del servicio educativo. 

 

Por el contrario, con el fin de no vulnerar el conjunto de derechos que le asisten a 

los docentes con ocasión de la expedición de las resoluciones de traslado, 

previamente a la expedición del acto, los funcionarios son requeridos para que 

escojan de las vacante disponibles aquellas que se ajustan a sus condiciones 

personales y solo en caso de que el docente no escoja alguna de las vacantes 

que se le presentan, se opta por realizar el traslado por necesidades del servicio en 

alguna de ellas siempre y cuando corresponda a su área de formación profesional, 

situación que se evidenció en el caso que nos ocupa, con el docente DAZA 

TURMEQUE, atendiendo para el efecto lo establecido en el artículo 1° de la 

Resolución 1821 del 6 de octubre de 2016, que en cuanto al campo de aplicación 

determina que los traslados deben realizarse en las áreas de desempeño y donde 

exista la disponibilidad de vacantes. 

 

Esta circunstancia se evidencia en el acta del 11 de agosto de 2017, de la Oficina 

de Personal de la Secretaría de Educación del Distrito, que citó al señor DAZA 

TURMEQUE, por encontrarse sin asignación académica, para que eligiera de las 

siete (7) vacantes disponibles que existían en su momento en el Área de Lengua 

Castellana la que más se ajustará a sus circunstancias personales pero el docente 

no eligió ninguna de estas vacantes, ofrecidas por la Oficina de Personal. 

 

Aunado a lo anterior, se insiste en que de acuerdo con el marco legal que rige este 



11 
 

tipo de situaciones administrativas, el acto administrativo que instrumenta el 

traslado se debe comunicar y no notificar como lo pretende hacer ver el 

funcionario. Circunstancia que se puede corroborar en el literal "g" del mismo 

artículo y resolución en cita que es del siguiente tenor: 

 

"g. (...). El educador deberá presentarse al nuevo colegio dentro de los tres días 

hábiles siguientes a la comunicación del acto administrativo de traslado, 

comunicación que será realizada por la Dirección Local de Educación de 

origen del docente o directivo docente."  

 

Posteriormente, la rectora del Colegio Gustavo Morales Morales I.E.D., de la 

Localidad de Suba, indicó que el educador no se había presentado a prestar 

efectivamente el servicio en esta institución, medida que resultó de carácter 

temporal, habida cuenta de que posteriormente al docente se le reubicó 

mediante Resolución 5928 del 25 de agosto de 2017, en el Colegio Reino de 

Holanda I.E.D., de la Localidad Rafael Uribe Uribe, y se aportó la correspondiente 

acta de inicio de labores, por lo que nuevamente fueron reactivados los 

emolumentos correspondientes.  

 

Sin embargo y ante los nuevos reportes de ausentismo laboral realizados esta vez 

por la rectora del Colegio Reino de Holanda, desde el día 29 de septiembre de 

2017, fue registrada nuevamente la suspensión de pagos en el Sistema de 

Información de Talento Humano, ordenada para precaver un eventual detrimento 

patrimonial para la entidad nominadora, como consecuencia de la cancelación 

de salarios durante el tiempo en que el funcionario no haga una efectiva 

prestación de su servicio como docente. 

 

En este sentido, el artículo 2.2.5.5.56. del Decreto 051 de 2018, regula los aspectos 

del pago de la remuneración de los servidores públicos y al respecto establece 

claramente: 

 

"El pago de la remuneración a los servidores públicos del Estado corresponderá 

a servicios efectivamente prestados, los cuales se entenderán certificados con 

la firma de la nómina por parte de la autoridad competente al interior de cada 

uno de los organismos o entidades." 

 

El jefe inmediato deberá reportar al jefe de la Unidad de Personal o a quien 

haga sus veces, la inasistencia a laborar del personal a su cargo. La ausencia 

de este reporte será sancionada de conformidad con lo señalado en la Ley 

734 de 2002, y demás normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan (…)” 

 

Sobre los procesos contenciosos adelantados por el accionante. 

 
En relación con este aspecto, valga precisar lo siguiente, en este juicio contencioso 

de reparación directa, la parte actora considera que, como consecuencia de las 

decisiones que ha adoptado la Administración en su caso, surge para aquella el 

deber de repararle los presuntos perjuicios que le ha causado, como se desprende 



12 
 

de las pretensiones de la demanda, cuando el actor califica tales decisiones 

(típicas situaciones administrativas) como ilegales e injustas, pretendiendo que se 

haga un juicio de legalidad que no es propio de este medio de control sino del de 

nulidad y restablecimiento del derecho. 

 

En tal sentido, conviene señalar que el actor ha promovido varios juicios 

contenciosos de nulidad y restablecimiento del derecho con el fin de cuestionar 

las decisiones de la administración como se indica a continuación, precisando que, 

con este juicio de reparación directa, el accionante pretende que se declare la 

responsabilidad administrativa de mi representada por el hecho de la expedición 

de tales actos, los descritos en esta demanda, circunstancia que, insistimos en ello, 

no resulta procedente, por una parte, en virtud del principio de legalidad que 

ampara los actos administrativos y porque no se encuentra demostrado el presunto 

daño que alega el extremo demandante. 

 

Los medios de control que ha formulado el accionante son los siguientes: (algunos 

en curso y uno terminado) 

 

1.- En el juzgado 10 administrativo de oralidad de Bogotá, cursa el proceso de 

nulidad y restablecimiento del derecho radicado bajo el No 2018-00068, con el cual 

el señor Marco Tulio Daza pretende la nulidad de los actos administrativos 

contenidos en la resolución No. 5928 de agosto 25 de 2017 y No. 6947 de septiembre 

22 de 2017, por medio del cual se traslada por necesidades del servicio al 

demandante al Colegio Reino de Holanda-IED, proceso que se encuentra 

actualmente en período probatorio, en otras palabras, sobre esta decisión de la 

administración no existe pronunciamiento del juez de la causa en el sentido de 

retirar del ordenamiento jurídico estos actos, por lo tanto, se presumen legales y 

deben seguir produciendo sus respectivos efectos. 

 

2.- En el juzgado 18 administrativo de oralidad de Bogotá, cursa el proceso de 

nulidad y restablecimiento del derecho radicado bajo el No 2019-00162, con el cual 

el señor Marco Tulio Daza pretende la nulidad de los actos administrativos 

contenidos en la resolución No. 808 de mayo 10 de 2018 y No. 1850 de octubre 1 

de 2018, por medio de las cuales se declaró la vacancia por abandono del cargo 

del actor, proceso que se encuentra en período probatorio, así entonces, al igual 

que en el caso anterior, sobre esta decisión de la administración no existe 

pronunciamiento del juez de la causa en el sentido de retirar del ordenamiento 

jurídico estos actos, por lo tanto, se presumen legales y deben seguir produciendo 

sus respectivos efectos. 

 

3.- Ante el Juzgado 51 administrativo de oralidad de Bogotá se adelantó en primera 

instancia el proceso de simple nulidad radicado bajo el número 2019-00135, con el 

cual el señor Marco Tulio Daza pretende la nulidad del acto administrativo 

contenido en la resolución 1821 de octubre 06 de 2016, por medio de la cual se 
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estableció el procedimiento ordinario de traslado de personal docente y directivos 

docentes para el año 2017, proceso en el cual se dictó fallo de primera instancia 

que negó las pretensiones de simple nulidad de la referida resolución No. 1821, por 

las razones que podrá verificar el Despacho en la sentencia adjunta como medio 

de prueba; este asunto se encuentra pendiente de sentencia de segunda 

instancia, luego entonces, al igual que en los otros casos, no existe pronunciamiento 

del juez de la causa en el sentido de retirar del ordenamiento jurídico en forma 

definitiva este acto, por lo tanto, se presume legal y debe seguir produciendo sus 

respectivos efectos. 

 

4.- Finalmente, en el juzgado 53 administrativo de oralidad de Bogotá, cursó el 

proceso de nulidad y restablecimiento del derecho radicado bajo el No 2017-00278 

a través del cual se pretendía la nulidad con restablecimiento del derecho de la 

resolución 1480 de febrero 02 de 2017, por medio de la cual se dispuso el traslado 

del actor del Colegio San Francisco de Asís al colegio Gustavo Morales, proceso 

que terminó con sentencia a favor del accionante, pero en el que no se ordenó 

restablecimiento del derecho, esto es, pagos de salarios y prestaciones dejados de 

percibir, tampoco la indemnización pretendida por los presuntos perjuicios 

causados por el no pago de créditos y obligaciones que le eran descontados por 

nómina al actor, al no existir nexo de causalidad entre aquellas y la declaratoria de 

nulidad de la resolución 1480 de 2017, habida consideración a que, para el juez de 

esta causa (juzgado 53 administrativo) la causa del retiro de la nómina del 

demandante acaeció por la declaratoria de vacancia del cargo por abandono 

del mismo, tras la expedición de las resoluciones 808 y 1850 de 2018, esto en 

palabras del propio Despacho así: ‘’toda vez que no puede pasarse por alto que 

fue el propio actor el que se negó, sin el pronunciamiento del Juez, a presentarse 

en el sitio al que había sido trasladado, y a pesar de ello fue incluido en nómina en 

el nuevo plantel’’  como puede apreciarse en la sentencia anexa como medio de 

prueba que se encuentra en firme y ejecutoriada. 

 

En la misma sentencia proferida en el proceso 2017-00278 el Juez de la causa 

precisó lo siguiente: 

 

‘’(…) En el caso concreto tenemos que la Resolución No. 1480 del 16 de febrero de 

2017, por el cual se ordena el traslado del docente Marco Tulio Daza Turmequé del 

Colegio San Francisco de Asís al Colegio Gustavo Morales (fls. 2-3), quedó sin 

efectos tras la expedición de la Resolución No. 5928 del 25 de agosto de 2017 por 

medio de la cual se ordena trasladar al docente al Colegio Reino Unido de Holanda 

y dejar sin efectos la Resolución No. 1480 del 16 de febrero del mismo año, es decir, 

que el acto administrativo demandado perdió ejecutoria a partir del 25 de agosto 

de 2017’’ (Negrilla y subrayas fuera de texto) 
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Lo anterior significa que en el único de los procesos promovidos por el actor en el 

que se ha dictado sentencia, a pesar de la declaratoria de nulidad de la resolución 

No. 1480 de 2017, es forzoso concluir que, por una parte, dicho acto había perdido 

ejecutoria con la expedición del acto demandado en el proceso que cursa ante 

el Juzgado 10 administrativo y en el cual no se ha dictado aún sentencia y por otra, 

más importante todavía, que tal circunstancia no ha producido daño alguno al 

actor, con base en las consideraciones expuestas por parte del Juzgado 53 

Administrativo de Oralidad. 

 

En este orden de ideas, no resultan procedentes las pretensiones de reparación en 

este proceso contencioso de reparación directa porque otro Juez ya se pronunció 

al respecto explicando las razones por las cuales no era procedente la 

indemnización que reclama la parte actora, en otras palabras, si la consecuencia 

de la nulidad no trajo consigo el restablecimiento de ningún derecho en cabeza 

del accionante, esto significa que no se produjo daño antijurídico alguno que deba 

ser reparado, no siendo procedente un doble juicio sobre las mismas 

circunstancias. 

 

Aunado a lo anterior, en este proceso de reparación directa el extremo actor 

pretende que se declare la responsabilidad del Estado a partir de un juicio de 

legalidad de los actos que están siendo objeto de control en los procesos de 

nulidad y restablecimiento del derecho, circunstancia que no es procedente en 

este caso porque simple y llanamente, este medio de control no está instituido para 

cuestionar la legalidad de actos administrativos. 

 

El órgano de cierre de la Jurisdicción de lo contencioso administrativo ha reiterado 

en varias oportunidades que la escogencia del medio de control no depende de 

la discrecionalidad del demandante, sino del origen del perjuicio alegado, así 

entonces, con respeto por las consideraciones expuestas por el accionante, este 

extremo considera que en este asunto no se ha causado un perjuicio por el hecho 

de la expedición de los actos que definieron la situación particular del Señor Daza 

Turmequé.  

 

Conclusiones del caso en concreto. 

 

1. El docente DAZA TURMEQUE, fue reportado sin carga académica por la 

Dirección Local de Educación de la Localidad de Mártires. De acuerdo con 

el cronograma, en el mes de enero del año 2017, se adelantaron los 

correspondientes requerimientos para que dicho docente fuera reubicado 

de acuerdo a su área de formación, en cada una de las vacantes que se 

encuentren disponibles. 

 

2. En varias ocasiones, la Oficina de Personal de la SED, citó al señor Daza 

Turmequé con el fin de que seleccionara libre y voluntariamente una de las 

vacantes disponibles de acuerdo a su área de formación y su lugar de 

residencia. 
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3. Solo atendió dos (2) de los requerimientos pero no escogió ninguna de las 

vacantes disponibles, tal y como quedó consignado en los formatos de 

atención que fueron debidamente suscritos por el docente y los funcionarios 

que atendieron las diligencias, por lo que atendiendo las necesidades del 

servicio y con el fin de garantizar la efectiva y continua prestación del 

servicio educativo, se hizo necesario asignarle la vacante ubicada, de 

conformidad con el procedimiento establecido en el numeral 3 del artículo 

2.4.5.1.5 del Decreto 1075 de 2015, sin que dicha reubicación represente una 

desmejora de los derechos de carrera docente ni de las condiciones 

laborales y prestacionales del demandante. 

 

4. El Juzgado Treinta y Cinco Penal Municipal con Función de Conocimiento 

de Bogotá, mediante Sentencia de fecha 14 de marzo de 2017, negó el 

amparo constitucional a los derechos fundamentales invocados, por cuanto 

la Secretaría de Educación del Distrito, cumplió a cabalidad el 

procedimiento de su traslado como docente en propiedad. El fallo fue 

confirmado el 28 de abril de 2017 por el Juzgado 53 Penal del Circuito con 

Función de Conocimiento. 

 

5. Con fundamento en la Ley 715 de 2001, mediante la Resolución No. 5928 

de 25 de agosto de 2017, por necesidad del servicio y en atención a que 

ningún funcionario puede estar sin ejercer las funciones para las cuales fue 

nombrado, se realizó el traslado del señor Daza Turmequé, del Colegio SAN 

FRANCISCO DE ASIS I.E.D. al Colegio REINO DE HOLANDA I.E.D. 

 

6. Los antecedentes administrativos que dieron origen al traslado, se 

encuentran consignados dentro de la parte motiva de la Resolución 5928 

del 25 de agosto de 2017, donde se enuncia que el docente MARCO TULIO 

DAZA TURMEQUE, había sido reportado por parte del rector del Colegio 

FRANCISCO DE ASIS I.E.D., sin asignación académica, obrando en el 

expediente las correspondientes actas de Consejo Académico y Directivo y 

las mismas contaron con la anuencia de la Dirección Local de Educación, 

por lo que el procedimiento se encuentra ajustado a los condicionamientos 

normativos exigidos en el artículo 5 de la Resolución 1821 del 6 de octubre 

de 2016. 

 

7. Teniendo en cuenta que el Colegio REINO DE HOLANDA I.E.D., es jornada 

única, mediante la Resolución No. 6947 de 22 de septiembre de 2017 se 

corrigió el artículo primero de la Resolución No. 5928 de 25 de agosto de 

2017, en el sentido de indicar que por necesidad del servicio se traslada al 

docente Marco Tulio Daza Turmequé, al citado colegio, área de lengua 

castellana, jornada única. 
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8. El 3 de octubre de 2017, la rectora del Colegio Reino de Holanda, reportó 

ante la Oficina de Personal el ausentismo laboral del docente Daza 

Turmequé, desde el 16 de septiembre de 2017. 

 

9. No existe un daño antijurídico que deba soportar el señor Daza Turmequé 

y su familia, con ocasión de la expedición de los actos administrativos 

cuestionados, pues la reubicación no constituye una violación al derecho a 

un trabajo en condiciones dignas y justas, sino el ejercicio de una facultad 

de la autoridad nominadora; y la declaratoria de vacancia por abandono 

del cargo, es una consecuencia lógica del ausentismo laboral del docente 

a su sitio de trabajo, que trajo consigo la no prestación del servicio educativo 

por parte del mismo. 

Ciertamente, el docente DAZA TURMEQUE abandonó en forma voluntaria y 

definitiva el ejercicio de sus deberes propios del cargo, dicho abandono no 

se encuentra justificado y dejó de concurrir a su trabajo por más de tres (3) 

días consecutivos. Al configurarse el abandono del cargo, se produce una 

causal de retiro del servicio que faculta a la autoridad nominadora para 

que, una vez comprobado el hecho, declare por vía administrativa la 

vacancia del empleo. 

 

Contrario a lo argumentado en la demanda, la decisión contenida en las 

resoluciones en comento, así como las consideraciones sobre las cuales se 

adoptaron, no pueden ser entendidas como violatorias de ninguno de los 

derechos fundamentales invocados, pues se reitera, obedecen 

básicamente a lo establecido en el artículo 22 de la Ley 715 de 2001 y el 

artículo 2.4.5.1.5 del Decreto 1075 de 2015, en cuanto establecen que la 

Secretaría de Educación del Distrito, puede efectuar traslados de docentes 

o de directivos docentes cuando se originen, entre otras razones, por 

necesidades del servicio. Así, una vez verificado el contenido y las 

circunstancias fácticas y legales en las que se fundamentó la decisión, se 

pudo evidenciar que la actuación administrativa se ejerció dentro del 

marco normativo fijado por la Carta Política y en especial, acatando los 

principios mínimos fundamentales consagrados en su artículo 53. 

 

En consecuencia, no existe una manifiesta transgresión a la Constitución y la 

ley conforme lo plantea el abogado de los demandantes. De tal manera, 

los actos administrativos acusados no corresponden a actos sin fundamento, 

motivo o razón; todo lo contrario, tienen justificación, cual es la calidad del 

servicio educativo y los logros de los fines de la educación. 

 

Téngase en cuenta además que el señor Daza Turmeque ha promovido a 

través de diferentes medios de control, demandas contenciosas en contra 

de mi representada, dentro de las que debemos destacar la que culminó 

recientemente con un fallo absolutorio en favor del Distrito Capital, por parte 
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del Juzgado 51 Administrativo del Circuito (proceso 2019-00135), que por su 

importancia aportamos como medio de prueba a este escrito de 

contestación. 

 

V. EXCEPCIONES 

 

Como consecuencia de los presupuestos expuestos en el capítulo que 

precede, me permito proponer las siguientes excepciones de fondo: 

 

1. EXCEPCIONES DE FONDO. - 

 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION DE INDEMNIZAR POR PARTE DE LA 

SECRETARIA DE EDUCACION 

 

Como se ha venido exponiendo, la Secretaria de Educación e Bogotá D.C., 

no tuvo ninguna relación ni responsabilidad frente al hecho causante del 

daño, cuya reparación se demanda, pues el desafortunado incidente que 

sufrió el joven demandante no lo provocó ninguno de los funcionarios de la 

Secretaria de Educación, sino que fue producto de la acción un tercero. 

 

Siendo esto asi, no existe obligación alguna de la entidad que represento 

frente al hecho ocurrido y generador del daño, y en consecuencia, no existe 

obligación de reparar un perjuicio o daño que no ha causado ni ha 

intervenido de manera alguna en su ocurrencia, pues mi mandante es 

totalmente ajena, tanto a la ocurrencia de los hechos, como a la obligación 

de indemnizar. 

 

LA GENÉRICA O INNOMINADA. -  

 

Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier otra excepción 

que resulte demostrada en el curso del proceso. 

 

 

VI. PRUEBAS 

 

Solicito se tengan como pruebas a favor de la parte que represento las 

aportadas con la demanda y la contestación 
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VI. NOTIFICACIONES. 

 

Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito 

suministro los siguientes datos:  

 

A la entidad en la represento, SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, en 

la Av. El Dorado No. 66 -  63 de Bogotá. 

 

Al suscrito en la Carrera 18 No. 137-53 Tercer piso de la ciudad de Bogotá o 

al Correo electrónico del apoderado: chepelin@hotmail.fr 

 

 

Señor Juez,  

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA 

C.C. No. 79.954.623 de Bogotá  

T.P. No. 141.955 del C.S.J. 
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